
 

                                                                                                                                                 

LEHMAN 

Doctrina sobre el error en contratos bancarios 

STS, Sala de lo Civil, Madrid, núm. 376/2015, de 7 de julio de 2015, recurso: 1603/2013, 
Ponente: Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo, Presidente: Excmo. Sr. D. Francisco Marín 
Castán. 

Caducidad de la acción de nulidad por error (Estimación) – Jurisprudencia 

acerca de los deberes de información – Consecuencias de la falta de 

información sobre el error (sinopsis de Fernando Zunzunegui y Paloma Corbal)  

Caducidad de la acción de nulidad por error: “(…) En la Sentencia de Pleno 769/2014, 
de 12 de enero de 2015, nos hemos pronunciado sobre (…) el comienzo del cómputo del plazo 
para el ejercicio de la acción de anulación por error vicio, previsto en el art. 1301 CC. (…) En 
aquella Sentencia (…) hacíamos una interpretación del 1301 CC de acuerdo con la realidad 
del tiempo en que debe ser ahora aplicado, en el siguiente sentido: «(...) En la fecha en que el 
art. 1301 CC fue redactado, la escasa complejidad que, por lo general, caracterizaba los 
contratos permitía que el contratante aquejado del vicio del consentimiento, con un mínimo 
de diligencia, pudiera conocer el error padecido en un momento más temprano del desarrollo 
de la relación contractual. Pero en el espíritu y la finalidad de la norma se encontraba el 
cumplimiento del tradicional requisito de la "actio nata", conforme al cual el cómputo del 
plazo de ejercicio de la acción, (…) no puede empezar a computarse al menos hasta que se 
tiene o puede tenerse cabal y completo conocimiento de la causa que justifica el ejercicio de 
la acción. Tal principio se halla recogido actualmente en los principios de Derecho europeo 
de los contratos (art. 4:113). »En definitiva, no puede privarse de la acción a quien no ha 
podido ejercitarla por causa que no le es imputable, como es el desconocimiento de los 
elementos determinantes de la existencia del error en el consentimiento. »Por ello, en 
relaciones contractuales complejas como son con frecuencia las derivadas de contratos 
bancarios, financieros o de inversión, la consumación del contrato, a efectos de determinar el 
momento inicial del plazo de ejercicio de la acción de anulación del contrato por error o dolo, 
no puede quedar fijada antes de que el cliente haya podido tener conocimiento de la 
existencia de dicho error o dolo. (…)». Conforme a esta doctrina, que ratificamos y deviene en 
jurisprudencia, en este caso el comienzo del plazo de ejercicio de la acción de anulación por 
vicio en el consentimiento no podía computarse (…) desde que se perfeccionó el contrato de 
adquisición del bono senior, (…) sino desde que la demandante conoció la circunstancia 
sobre la que versa el error vicio que invoca como motivo de anulación. (…) Esta circunstancia 
es que el bono había sido emitido por Lehman Brothers, y que como consecuencia de su 
quiebra, había perdido su inversión (…). Como desde ese momento, hasta el de presentación 
de la demanda (…), no había transcurrido el plazo de cuatro años, la acción no estaba 
caducada (…).” 

Jurisprudencia acerca de los deberes de información: “(…) Debemos partir de la 
jurisprudencia de esta Sala sobre los deberes de información que pesaban sobre la entidad 
financiera, al tiempo de la celebración del contrato por el que la demandante adquirió el 
bono senior (…). Incluso con anterioridad a la trasposición de esta Directiva MiFID, la 
normativa del mercado de valores, como ya advertimos en la Sentencia 460/2014, de 10 de 
septiembre, se daba «una destacada importancia al correcto conocimiento por el cliente de 
los riesgos que asume al contratar productos y servicios de inversión, y obliga a las empresas 
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que operan en ese mercado a observar unos estándares muy altos en la información que 
sobre esos extremos han de dar a los clientes, potenciales o efectivos. (…) Los detalles 
relativos a qué riesgo se asume, de qué circunstancias depende y a qué operadores 
económicos se asocia tal riesgo, no son meras cuestiones de cálculo, accesorias, sino que 
tienen el carácter de esenciales, pues se proyectan sobre las presuposiciones respecto de la 
sustancia, cualidades o condiciones del objeto o materia del contrato, en concreto sobre la 
responsabilidad y solvencia de aquellos con quienes se contrata (o las garantías existentes 
frente a su insolvencia), que se integran en la causa principal de su celebración, pues afectan 
a los riesgos aparejados a la inversión que se realiza». El art. 79 LMV ya establecía como una 
de las obligaciones de las empresas de servicios de inversión (…) la de "asegurarse de que 
disponen de toda la información necesaria sobre sus clientes y mantenerlos siempre 
adecuadamente informados [...]". Por su parte, el Real Decreto 629/1993, de 3 de mayo, 
establecía las normas de actuación en los mercados de valores y registros obligatorios, 
desarrollaba las normas de conducta que debían cumplir las empresas del mercado de 
valores. (…) Tales empresas debían actuar en el ejercicio de sus actividades con imparcialidad 
y buena fe, sin anteponer los intereses propios a los de sus clientes, en beneficio de éstos y del 
buen funcionamiento del mercado, realizando sus operaciones con cuidado y diligencia, 
según las estrictas instrucciones de sus clientes, de quienes debían solicitar información 
sobre su situación financiera, experiencia inversora y objetivos de inversión.” 

Consecuencias de la falta de información sobre el error: “Ya advertimos en la 
Sentencia 840/2013, de 20 de enero de 2014, que el incumplimiento de los deberes de 
información no conlleva necesariamente la apreciación de error vicio, pero no cabe duda de 
que la previsión legal de estos deberes, que se apoya en la asimetría informativa que suele 
darse en la contratación de estos productos financieros con clientes minoristas, puede incidir 
en la apreciación del error. (…) En la Sentencia 460/2014, de 10 de septiembre, resaltamos la 
relevancia que (…) tiene el desconocimiento del riesgo que determinó la pérdida de la 
inversión, en este caso la insolvencia de la entidad que emitió el producto, cuya identidad no 
era conocida por la demandante, y la ausencia de un fondo de garantía. En aquella sentencia 
consideramos que el desconocimiento de esos aspectos esenciales del riesgo (que el emisor 
del producto era una entidad diferente de aquella a la que el cliente podía asociar 
razonablemente el riesgo -en este caso Bankinter, con la que contrataba-, que el resultado de 
la inversión fuera ligado a la solvencia de ese emisor y que no existiera cobertura por ningún 
fondo de garantía) constituye un error esencial sobre el objeto y las condiciones del contrato. 
Máxime cuando (…) la demandante ni su apoderado son inversores cualificados, y la entidad 
con la que aparentemente contrataron (Bankinter) tiene asociada una connotación de 
seguridad en la contratación por la existencia de una estricta supervisión pública y de fondos 
de garantía frente a su insolvencia. (…) De tal modo que el desconocimiento de estos 
concretos riesgos asociados al producto financiero que contrata pone en evidencia que la 
representación mental que el cliente se hacía de lo que contrataba era equivocada, y este 
error es esencial pues afecta a las presuposiciones que fueron causa principal de la 
contratación del producto financiero. Y la existencia de aquellos deberes legales de 
información, incumplidos por la demandada, justifican además que el error fuera excusable.” 

Texto completo de la sentencia 
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